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INTRODUCCIÓN

1. El presente informe tiene por objeto tratar algunas de las cuestiones que
el Relator Especial espera que la Comisión examine más a fondo antes de
concluir, con arreglo a lo previsto, la primera lectura del proyecto de
artículos. Esas cuestiones, algunas de las cuales están relacionadas entre sí,
se refieren exclusivamente a las partes segunda y tercera del proyecto. De
ellas, las más importantes guardan relación con asuntos que la Comisión
examinará en su 48º período de sesiones - en sesión plenaria, en el Comité de
Redacción, o ambos niveles, con respecto al régimen jurídico de las
consecuencias de los actos internacionalmente ilícitos tipificados como
"crímenes" en el artículo 19 de la primera parte del proyecto aprobado en
primera lectura.

CAPITULO I. Problemas relacionados con el régimen de los
actos internacionalmente ilícitos tipificados
como "crímenes" en el artículo 19 de la primera
parte del proyecto

2. Aunque no es éste el momento ni el lugar de resumir el debate de 1995 sobre
los problemas fundamentales de los actos internacionalmente ilícitos, ni de la
distinción entre éstos y los "delitos" con arreglo al artículo 19 de la primera
parte del proyecto aprobado en primera lectura, es indispensable hacer algunas
aclaraciones sobre: i) el futuro del artículo 19 de la primera parte y de la
distinción entre "delitos" y "crímenes" en el marco de la primera lectura; y
ii) las consecuencias sustantivas y las consecuencias institucionales y de
procedimiento de los crímenes a la luz del debate de 1995.

i) El futuro del artículo 19 de la primera parte

3. El Relator Especial considera que el artículo 19 de la primera parte que se
aprobó en 1976 debería seguir, como hasta la fecha, siendo parte integrante del
proyecto de artículo resultante de la primera lectura que la Comisión se propone
concluir en su 48º período de sesiones.

4. En primer lugar, tal es la decisión que se adoptó claramente en el
47º período de sesiones después de celebrar dos consultas oficiosas y de someter
la cuestión a dos votaciones oficiales, en las que la mayoría de la Comisión
manifestó esa opinión. En segundo lugar, la Sexta Comisión no aprobó la
propuesta formulada en su seno de incluir en las instrucciones de la Asamblea
General a la Comisión el mandato de aplazar hasta la segunda lectura el examen
de las consecuencias de los actos ilícitos en cuestión. Así pues, la Asamblea
General rechazó el proyecto de párrafo que habría hecho que el artículo 19 de la
primera parte entrara en "vía muerta" durante el período comprendido entre la
primera lectura y la segunda.

5. De ello se desprende que, en su 48º período de sesiones, la Comisión
debería esforzarse seriamente por contemplar las consecuencias de los crímenes
internacionales de los Estados mediante la introducción de las disposiciones
correspondientes en las partes segunda y tercera. En opinión del Relator
Especial, el futuro del artículo 19 y de la distinción entre "delitos" y
"crímenes" no debería decidirse hasta que los Estados Miembros de las

/...



A/CN.4/476
Español
Página 4

Naciones Unidas hubieran podido formular observaciones sobre el texto completo
de todos los artículos resultantes de la primera lectura.

6. El Relator Especial es consciente de que el artículo 19 de la primera
parte, en la forma en que se ha aprobado, dista mucho de ser perfecto. Los
inconvenientes señalados desde el principio por varios observadores son aún más
perceptibles en la actualidad, después de 20 años, especialmente al abordar el
difícil problema de las consecuencias de los actos ilícitos en cuestión. Es
probable que esos inconvenientes sean todavía más evidentes cuando se lleve a
cabo la segunda lectura. Sin embargo, ninguno de ellos justificaría un posible
rechazo del artículo en la etapa actual, ni un examen apresurado y superficial
de las consecuencias de los graves actos internacionalmente ilícitos en
cuestión.

7. El Relator, que ha hecho todo lo posible, en primer lugar, para examinar
detenidamente la cuestión y, en segundo lugar, para cumplir, mediante su séptimo
informe, el mandato que le confió la Comisión en 1994, tiene poco que añadir en
apoyo de la distinción o de la cuestión terminológica de si la palabra "crimen"
se justifica o es adecuada.

8. Al margen de la cuestión terminológica, a la que el Comité de Redacción
de 1996 puede tratar de encontrar, si lo estima realmente necesario, una
solución temporal, la práctica demuestra claramente que los actos
internacionalmente ilícitos de carácter o dimensiones muy graves provocan
reacciones severas, individuales o colectivas, de los Estados. Tampoco es
obstáculo la máxima societas delinquere non potest , ni la consideración de que
calificar de criminal la conducta de un Estado involucra a su población.
Esas objeciones se examinan en nuestros informes sexto y séptimo, y en los
párrafos 261 y 263 del informe de la Comisión a la Asamblea General sobre la
labor realizada en su 47º período de sesiones 1. En ambos documentos se tiene
debidamente en cuenta la distinción entre el Estado personificado en sus
dirigentes, por una parte, y la población del Estado, por otra.

ii) Las consecuencias sustantivas especiales y suplementarias de
los crímenes

a) Una observación de carácter general

9. Cualquiera que sea la solución que se adopte con respecto a los términos
que se vaya a emplear, el debate del 47º período de sesiones sobre las

1 Como señalaron varios miembros, "era preferible calificar de criminal
una determinada conducta de los Estados y regular las consecuencias mediante
examen judicial y la introducción de normas sustantivas para ahorrar a la
población del Estado criminal sufrimientos extremos, y no dejar sin regular toda
esa esfera, ocultando el elemento punitivo bajo la apariencia de restitución o
garantías contra la repetición. Se dijo a ese respecto que algunos Estados
habían sido sometidos a consecuencias penales, que a veces se excedían de las
atribuidas usualmente a los crímenes sin que se hubiesen calificado de crímenes
sus actos". Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor
realizada en su 47º período de sesiones (A/50/10), párr. 263.
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consecuencias especiales o suplementarias de los actos internacionalmente
ilícitos en cuestión indica que las propuestas de 1995 sobre esas consecuencias
"recogieron" - para usar la expresión que figura en el informe de la Comisión
sobre la labor realizada en su 47º período de sesiones - "amplio apoyo" pero, al
propio tiempo, "dieron lugar a reservas" 2.

10. Sin embargo, cabe señalar que el apoyo no procedía exclusivamente de los
miembros que, a pesar de sus "reservas", estaban de acuerdo con el artículo 19
de la primera parte, sino también de los que se oponían a él. En otras
palabras, nadie se manifestó en contra del hecho de que la mayor parte de las
modificaciones propuestas en los proyectos de artículos 15 a 18 a los fines de
adaptar a los crímenes las disposiciones relativas a los delitos debían, en todo
caso, recogerse en el proyecto con objeto de abarcar las consecuencias de los
más graves de los actos internacionalmente ilícitos, cualquiera que fuera el
término que se les aplicara 3.

b) Proyecto de artículo 16 propuesto

11. Además de la objeción general respecto de la connotación punitiva real o
presunta de algunas de las consecuencias previstas en el proyecto de artículo 16
- objeción que, evidentemente, guarda relación con la cuestión conceptual y
terminológica general que hemos dejado de lado 4 - se manifestaron varias
reservas concretas.

12. Una de ellas se refería a la distinción entre la independencia política (es
decir la condición de miembro independiente de la comunidad internacional) y el
régimen político, a los fines de limitar la obligación de la restitución en
especie 5. Se manifestó cierta preocupación porque esa limitación debía
aplicarse no sólo a la necesidad de salvaguardar la independencia política de un
Estado, sino también su régimen político. En nuestra opinión, la aplicación de
esa limitación al régimen político, por ejemplo, de un Estado agresor o de un
Estado que hubiera cometido violaciones graves de sus obligaciones con respecto
a los derechos humano s o a la libre determinación, podría equivaler, en la
práctica, a perdonar la infracción. La existencia de una presión fuerte en
favor de un cambio de régimen político podría ser un requisito esencial no sólo
por lo que atañe a la reparación, sino también a la garantía de que no van a
repetirse los hechos. Convendría que el Comité de Redacción volviera a examinar
la cuestión antes de rechazar la distinción propuesta entre independencia
política del Estado y régimen político a los fines de la restitución en especie.

13. También se formularon observaciones sobre el proyecto de artículo 16 en
relación con la cuestión de la integridad territorial, cuya salvaguardia, según

2 Ibíd, párr. 284.

3 Esa conclusión se desprende claramente de los párrafos 282 a 305 del
informe de la Comisión sobre la labor realizada en su 47º período de sesiones.

4 Véanse los párrafos 39 y 42 a 46 infra .

5 Véase el Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la
labor realizada en su 47º período de sesiones (A/50/10), párr. 289.
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se indicaba en ese proyecto de artículo, podía limitar la obligación del Estado
que hubiera violado el derecho internacional en cuanto a la restitución en
especie 6.

14. Aunque la mayor parte de los oradores se mostró de acuerdo con la
inclusión, sugerida por el Relator Especial, de la salvaguardia de la integridad
territorial (junto con la defensa de la independencia del Estado y la
satisfacción de las necesidades vitales de la población) entre los factores
mitigantes, y pese a que varios miembros compartían la duda manifestada a ese
respecto por el Relator Especial sobre si debía considerarse la posibilidad de
hacer excepciones, algunos miembros pusieron en cuestión la competencia de la
Comisión para "plantearse este tipo de cuestiones". El Relator Especial, al que
no consta que la Comisión tenga limitación alguna en su competencia para
celebrar debates y manifestar sus opiniones sobre cualquier cuestión que pueda
resultar pertinente para el desempeño cabal de su función en el desarrollo y la
codificación progresivos del derecho internacional y, en particular, del derecho
de la responsabilidad de los Estados, considera que el Comité de Redacción
debería examinar la cuestión. Es indudable que el cumplimiento de la obligación
de la restitución en especie no debería, en principio, poner en peligro la
integridad territorial. El Comité de Redacción de 1996 debería estudiar, lo más
a fondo posible, qué excepciones, si las hubiere, y de qué índole, deberían
establecerse (esa es la única duda que planteamos).

15. Aunque en el debate de 1995 varios miembros expresaron reservas respecto de
la opinión de que el artículo 8 de la segunda parte sobre la indemnización no
requería adaptación alguna para aplicarse a los crímenes, el Relator no puede
entender su tesis. Afirmar que se impondría una limitación a la obligación de
indemnización, como se explicaba en el párrafo 293 del informe de la Comisión
citado - como consecuencia de la dificultad de hacer cumplir esa obligación en
el caso de "grandes catástrofes, como la segunda guerra mundial" implica, en
nuestra opinión, que los Estados responsables de una catástrofe de tal gravedad
serían tratados con menos severidad que los Estados responsables de una
violación de menor importancia de un tratado comercial. Es evidente que tendría
que haber límites, pero la única matización concebible debería ser, en nuestra
opinión, la aplicación expresa o implícita de la disposición relativa a la
salvaguardia de las necesidades vitales (físicas y morales) de la población del
Estado infractor a la obligación de indemnizar a las víctimas de su crimen.

16. Por lo que se refiere a las garantías de no repetición, las reservas
expresadas por algunos miembros respecto de la derogación propuesta de la
limitación de esa obligación, que se basa (en el caso de los delitos) en el
respeto de la dignidad del Estado infractor, han sorprendido en gran medida al
Relator Especial. Aunque sería sin lugar a dudas inadecuado humillar
innecesaria y cruelmente al Estado infractor, resulta difícil entender, pongamos
por caso, cómo no se va a exigir a un Estado culpable de crímenes tales como un
ataque armado o una invasión, o de violaciones deliberadas, sistemáticas y
masivas de los derechos humanos o del derecho a la libre determinación, que

6 Ibíd, párr. 291.
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ofrezca garantías que, aunque salvaguarden su independencia y su integridad
territorial, puedan considerarse incompatibles con un concepto tan puramente
formal como la "dignidad" del Estado. La consideración principal debería ser la
eficacia de las garantías que se han de exigir, y no una "dignidad" contra la
que atenta el propio infractor.

17. Esas mismas consideraciones se aplican a las preocupaciones manifestadas
por algunos miembros con respecto a la protección de la soberanía y la libertad
del Estado infractor. Una vez más, todo depende del carácter del crimen y de
los tipos de garantías que se exijan a fin de evitar la repetición. Por
ejemplo, cabe preguntarse si podría rechazarse la petición de que se entregue a
los funcionarios gubernamentales responsables para que comparezcan ante un
tribunal internacional (legalmente establecido) por considerarla contraria a la
soberanía y libertad del Estado infractor 7.

c) Proyecto de artículo 17 propuesto

18. Se expresaron dudas en cuanto a la admisibilidad de recurrir a
contramedidas en respuesta a los crímenes. Esas dudas se basaban en la
consideración de que tales medidas "legitimaban la política de fuerza" y las
"medidas coactivas" y permitían al Estado demandante adquirir "la condición de
juez de su propia causa, en vez de promover la equidad y la justicia
indispensables para un nuevo orden mundial" 8. Los mismos oradores insistieron,
en cambio, en "la necesidad de estructurar cuidadosamente las restricciones en
interés de la igualdad soberana, la integridad territorial, la independencia
política y una reglamentación de las relaciones internacionales fundada en el
derecho internacional, la equidad y la justicia 9. Estas observaciones resultan
desconcertantes por dos razones. En primer lugar, parecen cuestionar no sólo
todo intento de regular las consecuencias adicionales de los crímenes o de otras
infracciones graves sino también cualquier otra regulación de la respuesta a
actos internacionalmente ilícitos de cualquier naturaleza.

19. En segundo lugar, las mencionadas observaciones parecen olvidar el hecho de
que, al tratar de las consecuencias instrumentales de los crímenes, el proyecto
de artículo 17 prevé expresamente (como lo hace el artículo 16 para las
consecuencias sustantivas) que el derecho del Estado lesionado a recurrir a
contramedidas está sometido "a la condición establecida en el párrafo 5 de
(proyecto de) artículo 19" propuesto. La condición prevista es la decisión de
la Corte Internacional de Justicia en el sentido de que se ha cometido o se
está cometiendo un crimen internacional. Por consiguiente, el proyecto de
artículo 17, lejos de legitimar la "política de fuerza" o la adquisición por el
Estado demandante de "la condición de juez de su propia causa", intenta promover
como mínimo, con independencia del fundamento del plan propuesto, "la equidad y

7 Hay que tener en cuenta que un exceso de garantías en favor del Estado
infractor pondría en peligro el logro del objetivo mismo de la disposición
relativa a las garantías de no repetición. Además, podría alentar a
determinados Estados a llevar a cabo acciones arbitrarias, incluidas las
acciones militares ilegales.

8 Doc. A/50/10, párr. 298.

9 Ibíd., párr. 298.
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la justicia indispensables para un nuevo orden mundial" en una mayor medida que
la que se conseguiría mediante un sistema controlado exclusivamente por los
propios Estados (o por algunos de ellos) o por un órgano político restrictivo y
selectivo 10.

20. Nos parece igualmente difícil de comprender la esencia del párrafo 299 del
citado informe de la Comisión de Derecho Internacional. ¿Qué debería de hacer
un Estado lesionado, sino recurrir a las "medidas provisionales de carácter
urgente requeridas para proteger" sus derechos, etc. mientras espera la decisión
de algún órgano internacional (posiblemente judicial)? ¿Cómo las "dificultades
inherentes a ese concepto" (el concepto de las medidas provisionales) obligar a
rechazar el párrafo propuesto del proyecto de artículo 17? ¿No es evidente que,
si algo serio tiene que hacer el Comité de Redacción de 1996 sobre las
consecuencias de los hechos internacionalmente ilícitos más graves, corresponde
a ese Comité examinar, también a la luz de las observaciones sobre las medidas
provisionales que se hacen más adelante en el presente informe, si se deberían
resolver las dificultades inherentes al concepto de medidas provisionales y en
qué forma? El hecho de que este ejercicio no se haya realizado en conexión con
los delitos ¿impide a la Comisión hacer algo sobre el tema? 11.

21. Las observaciones recogidas en el párrafo 300 del citado informe de la
Comisión de 1995 se examinarán más adelante.

d) Proyecto de artículo 18 propuesto

22. Parece justificada la observación formulada en el párrafo 301 del informe
de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su
47º período de sesiones, en el sentido de que en algunas de las disposiciones
del artículo 18 no se hacía distinción entre las facultades del Estado cuyos
derechos como tal eran violados y las facultades de los demás Estados.
Convendría hacer una indicación al respecto al Comité de Redacción de 1996.

23. Sin embargo, resulta desconcertarte la segunda observación general, según
la cual "algunas formulaciones correspondían más a la reglamentación del
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales que a la normativa de la
responsabilidad de los Estados". Considerando el grado de gravedad de los
crímenes, el más grave de los cuales es la agresión, esta afirmación es lo que
en francés se llama una "lapalissade " ["perogrullada"].

24. La labor de la Comisión consiste precisamente en distinguir, con
independencia de todo grado de interrelación, lo que corresponde al derecho de
la responsabilidad de los Estados de lo que corresponde al derecho de la
seguridad colectiva. Esta distinción, aplicable a los delitos, lo es aún más a
los crímenes. Ya apuntamos este problema de distinción, pero poco se ha hecho

10 Véase los párrafos 31 y 39 a 41 infra.

11 Resulta sorprendente que la inquietud derivada de la dificultad de
definir las medidas provisionales de carácter urgente (con objeto, al parecer,
de impedir abusos) pueda coexistir lógicamente con la preocupación, expresada
con respecto a otras disposiciones, de que la necesidad de una decisión previa
de la Corte Internacional de Justicia, "influya desfavorablemente en la eficacia
y rapidez de la reacción".

/...



A/CN.4/476
Español
Página 9

al respecto durante los debates del pasado año. Las principales contribuciones
(aunque no la mayoría de ellas) aportadas sobre el tema en el curso de ese
debate fueron las de los miembros que, en vez de tratar de hallar una línea de
demarcación, preferían simplemente subsumir el derecho de la responsabilidad en
el derecho de la seguridad colectiva sometiendo el primero al segundo in toto .
Apenas se prestó atención a las cuestiones que viene planteando desde 1992 el
Relator Especial en relación con el Artículo 4 de la segunda parte en su forma
adoptada en primera lectura o con una comparación entre ese artículo y el
proyecto de artículo 20 propuesto en el séptimo informe. En los párrafos 42-46
infra se exponen consideraciones adicionales sobre este tema.

iii) Aspectos institucionales del régimen jurídico de los "crímenes"

25. Conviene distinguir las críticas formuladas contra el plan de consecuencias
institucionales recogido en el proyecto de artículo 19 propuesto en el séptimo
informe según se trate de objeciones de lege ferenda 12 o de lege lata 13.

26. Aunque la distinción entre objeciones de lege lata y de lege ferenda no
debe ser entendida ni aplicada con demasiada rigidez en los trabajos de un
órgano que, como la Comisión, está encargado del desarrollo y codificación
progresivos - siendo inevitablemente preponderante la primera tarea cuando se
trata de determinar un posible régimen jurídico para las consecuencias de los
crímenes - trataremos de examinar las dos categorías de objeciones por separado.

a) Objeciones de lege lata

27. En cuanto a la objeción basada en el Artículo 12 de la Carta y el supuesto
"riesgo de conflictos" entre la Asamblea y el Consejo, la tarea confiada por el
plan a ambos órganos no parece ser de una naturaleza tal que aumente
significativamente la posibilidad de divergencia entre los mismos.

28. En primer lugar, forzoso es insistir de nuevo en que la Asamblea General ha
ignorado o sorteado el Artículo 13 de la Carta con tanta frecuencia que muchos
comentaristas creen que ha perdido vigencia. La única línea de demarcación
clara es la que impide a la Asamblea General interferirse en el ejercicio de las
funciones que la Carta confía al Consejo de Seguridad, y esa línea no se cruza
necesariamente si cuando el Consejo de Seguridad se ocupa de una controversia,
la Asamblea General adopta una recomendación en la que reconoce la existencia de
suficiente preocupación sobre una situación que supuestamente equivale a un
crimen internacional. Esa recomendación operaría como condición determinante
(en el marco de la futura Convención sobre la responsabilidad de los Estados) de
la posibilidad de que los Estados lesionados o el supuesto infractor pongan la
denuncia en conocimiento de la Corte Internacional de Justicia. En cuanto, en
particular, al ulterior efecto de la resolución preliminar de la Asamble a - y de
otra resolución similar del Consejo de Seguridad - ese efecto derivaría de la
futura convención sobre la responsabilidad de los Estados y no de la Carta:
ninguna disposición de la Carta impide a los Estados atribuir ciertos efectos,

12 Véase el Doc. A/50/10, párr. 307.

13 Ibíd, párr. 307.

/...



A/CN.4/476
Español
Página 10

por tratado, a una resolución de la Asamblea General o del Consejo de Seguridad,
incluido el efecto de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia en
ciertos casos.

29. La única hipótesis en la que se podrían plantear conflictos graves surgiría
si el Consejo de Seguridad hiciera una determinación con arreglo al Artículo 39
y actuara de conformidad con el Capítulo VII. Sin embargo, dejando al margen el
hecho de que el plan propuesto deja a salvo, en el proyecto de artículo 20, las
funciones del Consejo de Seguridad relativas al mantenimiento de la paz y la
seguridad internacionales - estas últimas funciones prevalecen en la medida en
que correspondan a ese sector - no parece que ni siquiera en este caso la
posibilidad de una decisión de la Asamblea sobre la gravedad de una denuncia de
crimen pueda aumentar significativamente el riesgo de conflicto. Considerando
que el plan sólo prevé las consecuencias de los crímenes (según lo dispuesto en
los proyectos de artículos 15 a 18) y no las medidas de seguridad que pueda
adoptar el Consejo y que la Corte Internacional de Justicia podría incoar el
procedimiento (en virtud de la Convención) por una resolución de cualquier
órgano, no parece que el plan pueda dar lugar a un aumento del riesgo de
conflits de compétence (conflictos de competencia).

30. Suponiendo que el Consejo de Seguridad haya determinado la existencia de
una agresión en el marco del Artículo 39 y se proponga actuar de conformidad con
el Capítulo VII, podría decidir que la denuncia del crimen está seriamente
fundada o que no existe ese fundamento. Si la Asamblea, a su vez, adopta una
decisión similar, el procedimiento criminal podría seguirse sin interferencia en
las medidas de seguridad del Consejo gracias a la condición incluida contenida
en el proyecto de artículo 20 (párrs. 44 a 46).

31. El conflicto sería aún menos probable en el caso de crímenes distintos de
los que parcialmente coinciden con las hipótesis evocadas en el Artículo 39 de
la Carta. En sectores como los derechos humanos, la libre determinación o los
atentados contra el medio ambiente, la competencia de la Asamblea General nos
parece más probable - de lege lata - que la del Consejo de Seguridad. Por
consiguiente, en los casos de que se cometan violaciones en esos sectores es
difícil ver por qué la atribución a la Asamblea en el plan propuesto (y no al
Consejo) de la función de proceder a averiguaciones preliminares podría ser
incompatible con el Artículo 12 o aumentaría de otro modo el riesgo de conflicto
entre ambos órganos. Evidentemente suponemos que ambos órganos y, en particular
el Consejo de Seguridad, actúan dentro de los límites de sus respectivas esferas
de competencia.

32. Es por supuesto altamente posible que los críticos del plan propuesto
exageren, de forma quizá inconsciente, el riesgo de conflicto con su opinión de
que todos o casi todos los crímenes entran en las situaciones previstas en el
Artículo 39 (especialmente como amenazas a la paz). De esta manera los
crímenes, a su juicio, caerían naturalmente en la esfera de acción del Consejo
de Seguridad. Pero ello constituye responsabilidad de los Estados lex ferenda y
no lex lata .

33. Una segunda objeción de lege lata parece apuntar al hecho de que el Consejo
de Seguridad no podría realizar legítimamente las averiguaciones previstas en el
plan propuesto - es decir el "crimen fumus resolvet " - porque la Carta
(Artículos 34 y 39) sólo faculta a ese órgano para determinar la existencia de
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amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión. Pero es
fácil ver que diversos instrumentos internacionales confieren en cierto sentido
al Consejo de Seguridad funciones adicionales o extra ordinem : tales funciones
corresponden por supuesto a las relaciones entre los Estados partes en cada
instrumento. Eso es precisamente lo que haría una futura Convención sobre la
responsabilidad de los Estados con arreglo al plan propuesto.

34. En cuanto a la tercera serie de objeciones, es necesario formular algunas
observaciones sobre las condiciones de mayoría fijadas en el párrafo 2 del
artículo 19. A nuestro juicio, el hecho de que el Artículo 18 de la Carta
faculte a la Asamblea para determinar las cuestiones importantes que se
decidirán por el voto de una mayoría de dos tercios no constituyen obstáculo
legal en el caso de que una convención que confiera ciertas funciones a la
Asamblea (con arreglo a la práctica evocada en el párrafo precedente) indique
también la mayoría necesaria para el desempeño de esas funciones. Si no se
logra esa mayoría, habría que concluir simplemente que no se ha materializado
la averiguación preliminar. En todo caso, cuesta admitir que la Asamblea tenga
dificultades en aceptar la idea de que un "crimen fumus resolvet ", por así
decirlo, tenga que ser adoptado por una mayoría de dos tercios.

35. En el caso del Consejo de Seguridad la cuestión es menos sencilla, pues se
ve complicada en cierto modo por la distinción entre los Capítulos VI y VII y
entre controversias y situaciones. En cuanto a la primera cuestión, nuevamente
es preciso distinguir, como ya se ha dicho, entre la función que desempeñaría el
Consejo de Seguridad con arreglo al plan propuesto y la que de todos modos
desempeña de conformidad con el Capítulo VII. A nuestro juicio, la función
prevista en el plan caería dentro del Capítulo VI. Además, y como sucede en el
caso de la Asamblea, esa función podría ser conferida al Consejo por un
instrumento internacional - una Convención sobre la responsabilidad de los
Estados - distinto de la Carta. Un instrumento de ese tipo no debería tropezar
con ningún obstáculo jurídico, ya que se trata de un instrumento que desarrolla
y codifica el derecho de la responsabilidad de los Estados y no el derecho de la
seguridad colectiva - que requeriría, además de cierta mayoría, la abstención de
una "parte en una controversia".

36. En cuanto a la segunda cuestión - la distinción entre situación y
controversia - la primera respuesta a la objeción es que la situación en que un
Estado es acusado de un crimen por otros Estados es más bien una controversia
que una simple situación. En segundo lugar, la obligación de abstenerse
constituiría una vez más una cuestión que se regiría por el derecho de la
responsabilidad de los Estados codificado en una Convención ad hoc y no una
cuestión regida por la Carta. La Carta no contiene ningún impedimento jurídico
a un instrumento de ese tipo que atribuya consecuencias jurídicas determinadas
(como la apertura de la posibilidad jurídica de recurrir a la Corte
Internacional de Justicia) a una resolución aprobada por el Consejo de Seguridad
por una mayoría determinada y un número de abstenciones igualmente determinado.

37. Otra objeción era la de que una decisión conforme a la cual un Estado
quedaría sometido a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia
"necesariamente" caería en el Capítulo VII y por consiguiente estaría sujeta al
veto. La respuesta a esta objeción es, una vez más, que la jurisdicción de la
Corte Internacional de Justicia no se impondría a los Estados ni por el Consejo
ni por el "crimen fumus resolvet " de la Asamblea. Emanaría de la convención que
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desarrollara y codificara el derecho de la responsabilidad de los Estados y no
el derecho de la seguridad colectiva de la Carta en relación con la cual la
convención sobre responsabilidad no incluye ni debería incluir ninguna
disposición.

38. La objeción de que un miembro permanente del Consejo de Seguridad no podría
legítimamente obligarse a no utilizar el llamado "derecho de veto" podría estar
hasta cierto punto justificada desde la perspectiva del derecho de la Carta.
Cabría asimismo sostener que el derecho de veto se atribuye a determinados
Estados Miembros no solamente en su propio interés sino también en interés de
los demás miembros. Sin embargo, la objeción no sería válida en el contexto de
los crímenes, ya que se basa en la mencionada e injustificada confusión entre el
derecho de la seguridad colectiva incorporado en la Carta, por una parte, y el
derecho de la responsabilidad de los Estados, por otra. El derecho de la
responsabilidad de los Estados podría legítimamente contempla r - y una
convención sobre el tema contemparía legítimamente - la renuncia de ciertos
Estados, en aras de la justicia y de la igualdad en materia de responsabilidad
de los Estados, a su "derecho de veto". La Carta incorpora principios de
justicia e igualdad, y en ellos se basa. El hecho de que una excepción al
principio de igualdad de los Estados se considere ciertamente necesaria para el
mantenimiento de la paz y la seguridad - en particular a los efectos del derecho
de la seguridad colectiva - no presupone que los Estados no sean iguales en el
ámbito cubierto por el derecho de responsabilidad de los Estados.

b) Objeciones de lege ferenda

39. Con respecto a la presunta "pesadez" del sistema institucional propuesto,
es evidente que las condiciones que han de preverse para que comiencen a surtir
efecto las consecuencias de los crímenes han de ser más estrictas que las
previstas en relación con las consecuencias de los delitos. Un motivo es la
mayor gravedad de las consecuencias sustantivas y de procedimiento que han de
acompañar a los crímenes, en comparación con las consecuencias que han de
acompañar a los delitos. Es lógico que las primeras estén sujetas a un control
"colectivo" o "comunitario" más estricto, excepción hecha, desde luego, de las
medidas provisionales de carácter urgente que los críticos, al parecer, han
soslayado. Sea como fuere, las medidas de carácter urgente no se verían
afectadas por la presunta "paralización de la reacción".

40. Habida cuenta de la gravedad de la infracción denunciada por el/los
acusador(es) y del interés de todos los Estados - en calidad de posibles
víctimas o acusados - en que la existencia o la atribución de un crimen quede
determinada mediante el procedimiento más objetivo de que se disponga en la
etapa actual del "derecho institucional" internacional, la posibilidad de que
los Estados acepten la competencia obligatoria de la Corte Internacional de
Justicia a los efectos de esa determinación no parece tan problemática como para
justificar la renuencia de la Comisión a incluir ese requisito en un proyecto de
desarrollo y codificación progresivos del derecho de la responsabilidad de los
Estados.

41. Con respecto a los "efectos prácticos no deseados" sobre los Estados
afectados o el Estado infractor (scilicet : Estados presuntamente afectados y
Estado presuntamente infractor), consideramos que los "efectos prácticos" del
plan propuesto deberían examinarse no en términos absolutos, sino en comparación
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con las demás soluciones posibles. De hecho, la alternativa al "procedimiento
engorroso" propuesto en el séptimo informe sería o bien una medida unilateral y
posiblemente arbitraria por parte de un Estado o grupo de Estados presuntamente
lesionados o bien las decisiones meramente políticas de un órgano político y
las medidas autorizadas por ese órgano. En uno u otro caso, se corre el gran
peligro de que los Estados "fuertes" adopten posiciones arbitrarias y
selectivas, ya sea a título individual o colectivo. El "procedimiento
engorroso" propuesto ofrece al menos un mayor grado de objetividad en la
evaluación y de crimen fumus resolvet i) al ampliar la competencia de la
evaluación política a una Asamblea General más representativa y, por definición,
más objetiva, y ii) al añadir más significativamente, un dictamen técnico como
es la decisión judicial de la Corte Internacional de Justicia.

iv) Conclusiones: versión aprobada del Artícul o 4 y versión propuesta
en el séptimo informe del proyecto de artículo 20

42. Como se explicó en el séptimo informe, el Relator Especial considera que
las consecuencias jurídicas de los crímenes internacionales de los Estados
incumben, al igual que las consecuencias de un hecho internacionalmente ilícito,
al derecho de la responsabilidad de los Estados. No obstante, habida cuenta que
algunos de los hechos ilícitos tipificados como crímenes en el artículo 19 de la
primera parte, aprobado en primera lectura pueden coincidir, en cierta medida,
con alguna de las situaciones contempladas en el Artículo 39 de la Carta, es
posible que surjan problemas de jurisdicción. Nos referimos particularmente,
aunque no exclusivamente, a la distinción entre, por una parte, los
procedimientos institucionales previstos para que comiencen a surtir efecto las
consecuencias de los crímenes y, por la otra, los procedimientos previstos en la
Carta en relación con el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales
(en particular, pero no exclusivamente, los procedimientos del Capítulo VII).
Ahora bien, la posibilidad de que surjan problemas de esta índole no debería
llevar a la conclusión de que, por ejemplo, el derecho de la responsabilidad de
los Estados debería "ceder el paso" o mantenerse al margen al vincular las
consecuencias sustantivas o de procedimiento de un crimen exclusivamente al
derecho de la seguridad colectiva.

43. El problema de la coexistencia del derecho de la responsabilidad de los
Estados y el derecho de la seguridad colectiva no se examinó de manera cabal,
aunque tampoco se soslayó en los debates del pasado año sobre las consecuencias
de los crímenes. Es indudable que todos los miembros percibieron la existencia
del problema. Si entendimos correctamente, los miembros que abordaron
explícitamente la cuestión lo hicieron de dos maneras. Algunos indicaron, con
razón, que algunas de las disposiciones incluidas en los proyectos de artículos
propuestos (15 a 19) versaban sobre cuestiones relativas al mantenimiento de la
paz y la seguridad internacionales. Otros, en cambio insistieron, de forma
enérgica, en que toda la cuestión de los crímenes debería dejarse a criterio del
Consejo de Seguridad, con arreglo a sus facultades relativas al mantenimiento de
la paz y la seguridad internacionales. Dado que, a su juicio, la mayor parte de
los crímenes, si no todos, constituían como mínimo amenazas a la paz, no era
necesario incluir disposiciones relativas a los crímenes en una convención sobre
la responsabilidad de los Estados. Pese a que la mayoría de los miembros de la
Comisión no parecía compartir esa opinión, en los debates no se hizo justicia, a
nuestro juicio, a la importancia de la cuestión.
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44. Conforme a su opinión de que las consecuencias jurídicas de los crímenes
son parte del derecho de la responsabilidad de los Estados y deberían tratarse
como tales en el proyecto (de lege ferenda o de lege lata , según el caso) el
Relator Especial propuso el año pasado un proyecto de artículo 20 14. El
artículo tenía por objeto asegurar que ni las disposiciones de los proyectos
de artículos 15 a 18 ni las del proyecto de artículo 19 se interferirían
indebidamente en las medidas que adoptara el Consejo de Seguridad en el
ejercicio de sus funciones con arreglo a las disposiciones pertinentes de la
Carta ni en el derecho inherente de legítima defensa consagrado en el
Artículo 51 de la Carta. Al mismo tiempo, se pretendía dejar en claro que, en
la medida en que el derecho de la responsabilidad de los Estados quedaría
"sujeto" a las decisiones o medidas del Consejo de Seguridad (o de la Asamblea
General), esas decisiones o medidas se mantendrían dentro de los límites
establecidos por las disposiciones pertinentes de la Carta.

45. Con vistas a alcanzar el propósito señalado, el proyecto de artículo 20
propuesto difiere, incluso en su formulación, del Artículo 4 de la segunda parte
aprobado en primera lectura a propuesta de nuestro predecesor. A nuestro
juicio, esa disposición consagra la primacía del derecho de la seguridad
colectiva sobre los artículos relativos a la responsabilidad de los Estados en
términos que abren el camino, en lo que se refiere a las consecuencias jurídicas
de los hechos internacionalmente ilícitos (y al parecer no sólo de los crímenes)
a una especie de subordinación del derecho de la responsabilidad de los Estados
a la acción de los órganos políticos.

46. Habida cuenta de la gran importancia del tema, el Relator Especial confía
en que el Comité de Redacción de 1996 lo examinará con la debida profundidad.
A nuestro juicio, la Comisión no haría bien en mantener el Artículo 4 en su
versión actual. Independientemente de la medida en que el Comité de Redacción
o la propia Comisión estén dispuestos, en última instancia, a aceptar los
proyectos de artículos 15 a 20 propuestos por el Relator Especial, una
disposición como la incluida en el Artículo 4 afectaría gravemente a la
distinción entre el derecho de la seguridad colectiva y el derecho de la
responsabilidad de los Estados, menoscabando seriamente el efecto de éste
último 15. Mantener la distinción es un elemento indispensable - tanto de lege
lata como de lege ferenda - para la existencia, eficacia y futuro desarrollo del
derecho de la responsabilidad de los Estados. El Comité de Redacción, al que se
remitieron los proyectos de artículos 15 a 20 el año pasado, no debería dejar de
abordar la cuestión en la medida y con la profundidad necesarias para mantener y
aclarar esa distinción. A nuestro juicio, no sería prudente que un órgano de
juristas como la Comisión de Derecho Internacional sugiriera que la validez o
aplicación de los artículos que adopta estaría sujeta a decisiones o actuaciones
de órganos políticos, ya se trate del Consejo de Seguridad o de la Asamblea
General, excepto en la medida estrictamente necesaria para el mantenimiento de
la paz y la seguridad internacionales. Una disposición como la versión aprobada

14 Doc. A/CN.4/469/Add.1.

15 Hemos venido impugnando la redacción del Artículo 4 al menos
desde 1992 (A/CN.4/SR.2277, págs . 3 a 5 y Documentos Oficiales de la Asamblea
General, Cuadragésimo séptimo período de sesiones, Suplemento No. 10 (A/47/10)
párrs. 261 a 266). Véase también el séptimo informe, párrafos 95 y siguientes
(y nota 49) y 136 a 138.
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del Artículo 4 de la segunda parte no sólo menoscabaría la eficacia del derecho
de la responsabilidad de los Estados, como se ha señalado anteriormente, sino
que también constituiría un importante incentivo para que los órganos políticos
ampliaran la esfera de sus funciones y de su competencia sobre la base de
doctrinas discutibles de interpretación variable, facultades implícitas y/o
analogías de tipo federal en la Carta de las Naciones Unidas. En nuestra
opinión, el proyecto de artículo 20 está formulado en términos más prudentes en
ese sentido, y la participación de la Corte Internacional de Justicia, prevista
en nuestro proyecto de artículo 19, debería contribuir a garantizar cierto
control judicial del respeto de la distinción entre el derecho de la seguridad
internacional y el derecho de la responsabilidad de los Estados 16.

-----

16 La opinión de que habría que dejar más espacio a la Corte en la
esfera de la responsabilidad de los Estados (incluidas en particular las esferas
próximas a la del mantenimiento de la paz y la seguridad) está cada vez más
generalizada entre los juristas internacionales.


